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Proceso

 

Ordinario Laboral

Demandante:


David Sebastián Múnera Varela  
Demandado:


Baguer S.A.
Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:

Juzgado Primero Laboral del Circuito
Tema:



ASESOR DE VENTAS / DOMINGOS Y FESTIVOS NO PROBADOS / CALZADO Y VESTIDO DE LABOR / DE LA SANCIONES MORATORIAS / Por el contrario, fueron unánimes las declaraciones de Adriana Pardo Díaz, Martha Herminia Barrera Ruiz, Genny Patricia Villarreal Meneses y Sheyla Karina Silva Giraldo, al señalar que la forma en que se prestaba el servicio era de lunes a viernes en turnos de ocho horas diarias, siendo precisas en expresar que el personal dispuesto para esos turnos en semana, no trabajaban los días sábados, domingos y festivos, puesto que para esas labores tenían un personal denominado “sabatinos”, quienes cubrían esos turnos en esos días y eventualmente el de algún compañero que no pudiera hacerlo entre semana.

De conformidad con lo expuesto, contrario a lo manifestado por la apoderada judicial de la parte actora, no quedó demostrado en el proceso que el señor David Sebastián Múnera Varela prestara sus servicios los días domingos y festivos, por el contrario, lo que quedó acreditado fue que no lo hacía y que en semana prestaba sus servicios en turnos de 8 horas, que evidentemente no sobrepasaban la jornada máxima legal establecida.

En lo que concierne al pago de las prestaciones sociales y vacaciones, aceptó la sociedad accionada que esas obligaciones no fueron canceladas al finalizar el contrato de trabajo y que ello solo vino a acontecer el 17 de abril de 2013 y para dar fe de esa situación, aportó el comprobante de egreso Nº 152457 en el que se verifica que al accionante se le cancelaron en esa calenda las prestaciones sociales y vacaciones que se le adeudaban; documento este que se encuentra suscrito por él, sin que en los momentos procesales dispuestos para ello según lo establecido en el artículo 269 del C.G.P., la apoderada judicial de la parte demandante lo haya tachado de falso.
(…)

En efecto, al revisar el plenario, se evidencia que la parte actora más allá de afirmar que no se le había entregado el vestido y calzado de labor, no se preocupó por demostrar cual era el valor correspondiente, pues ni siquiera solicitó la prueba pericial respectiva que pudiera definir ese valor; motivo por el que, tal y como lo determinó la a quo no es posible condenar a la sociedad accionada a cancelar suma alguna por ese concepto.

Finalmente en lo que tiene que ver con la imposición de la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., se debe traer a colación lo dicho por la señora Genny Patricia Villarreal Meneses quien en su testimonio indicó que como Directora de Gestión Humana de la sociedad Baguer S.A., no encuentra razón alguna que justifique la mora en el pago de las acreencias laborales respecto a los servicios prestados por el señor Múnera Varela. En efecto, a pesar de que algunas otras de las declarantes afirmaron que esa tardanza se debió a un error administrativo, al proceso no fueron allegadas pruebas que permitieran establecer en que consistió ese error administrativo y por ende, tener la posibilidad de estudiar y analizar si esa omisión podía ubicarse en el plano de la buena fe; motivo por el que no resulta dable exonerar a la empresa accionada por la condena impuesta por ese concepto.
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AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, veinticuatro de enero de dos mil dieciocho, siendo las dos y treinta de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por las partes en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 21 de junio de 2017, dentro del proceso promovido por el señor DAVID SEBASTIÁN MÚNERA VARELA en contra de la sociedad BAGUER S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2014-00690-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor David Sebastián Múnera Varela que la justicia laboral declare que entre él y la sociedad Baguer S.A. existió un contrato de trabajo entre el 1º de enero de 2012 y el 13 de septiembre de 2012 y con base en ello aspira que se condena a la entidad accionada a reconocer y pagar salarios, las prestaciones sociales y vacaciones, lo correspondiente al calzado y vestido de labor, el tiempo suplementario, la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., el reajuste de los aportes a la seguridad social, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Prestó sus servicios como asesor de ventas a favor de la sociedad Baguer S.A. a través de un contrato de trabajo que inició el 1º de enero de 2012 y finalizó el 13 de septiembre de 2012; se pactó una retribución mensual equivalente al salario mínimo legal vigente, más comisiones, sin embargo, durante la relación laboral únicamente se le cancelaba el mínimo; la empresa maneja unas tablas en las que se precisa cuando se devengan las comisiones, que van desde el 2% hasta el 6%; el horario del centro comercial Alcides Arévalo, en donde se encontraba ubicado el almacén estirpe de propiedad de la sociedad demandada y en el que él cumplía sus funciones, era de lunes a sábado de 9:00 am a 8:00 pm y domingos y festivos de 10:00 am a 7:00 pm; por razones de aseo y arreglo de vitrinas, entraba antes de que se abrieran las puertas del público así: El domingo no generaba horas extras, los sábados entraba a las 7:00 am y salía a las 8:00 pm, los martes entraba a las 9:00 am y el jueves a las 7:00 am; descansaba un día a la semana y un domingo al mes; a pesar de trabajar domingos y festivos no se le cancelaron horas extras; el 13 de septiembre de 2012 renunció por motivos personales; solo se le entregaron dos camisetas para trabajar, a pesar de que se le exige trabajar con jeans, sin que se le entregue calzado; fue afiliado a la seguridad social; se le adeudan 15 días de salario y subsidio de transporte; firmó la liquidación que le fue presentada, sin embargo, a la fecha de presentación de la demanda no se le ha cancelado la suma correspondiente por prestaciones sociales y vacaciones.

Al dar respuesta a la demanda –fls.71 a 89- la empresa Baguer S.A. explicó que sostuvo un contrato de trabajo con el señor David Sebastián Múnera Varela entre el 2 de enero de 2012 y el 3 de septiembre de esa misma anualidad, después de que el actor después de ausentarse desde esa calenda hasta el 22 de septiembre de 2012, fecha en la que retornó y presentó renuncia con efectos a partir del 3 de septiembre de 2012; sostuvo que se la cancelaron las prestaciones sociales y vacaciones el 17 de abril de 2013; indicó que el trabajador no tiene derecho a que se le cancele tiempo suplementario, porque solo prestaba sus servicios en turnos de 8 horas programados por el jefe de zona; finalmente dijo que tampoco tenía derecho a que se le pagaran comisiones porque la empresa no pacta esos beneficios. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Prescripción”, “Inexistencia de la obligación”, “Compensación”, “Buena fe” y la “Innominada o genérica”.
En sentencia de 21 de junio de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que entre el señor David Sebastián Múnera Varela y la sociedad Baguer S.A. existió un contrato de trabajo entre el 2 de enero de 2012 y el 3 de septiembre de 2012, el cual fue terminado por renuncia del trabajador presentada el 22 de septiembre de 2012 con efectos a partir de la calenda relacionada anteriormente.

Sostuvo que la retribución pactada entre las partes fue la de un salario mínimo legal mensual vigente, motivo por el que no había lugar a que se le reconociera y pagara suma alguna por concepto de comisiones.

En cuanto al horario de trabajo, señaló la a quo que el demandante no logró acreditar que hubiere trabajado domingos y festivos como lo indica en la demanda o que hubiera trabajado más de la jornada máxima legal establecida, motivo por el que no tiene derecho a que se le reconozca el tiempo suplementario que solicita.

Indicó que si bien en el proceso no quedó acreditado cuales fueron las prendas que se le entregaron al trabajador por concepto de calzado y vestido de labor, lo cierto es que no se puede fulminar condena en ese sentido, en consideración a que el demandante no trajo ni solicitó prueba que permitiera determinar cuál era el valor correspondiente a ese concepto, motivo por el que absolvió a Baguer S.A. de reconocer y pagar suma alguna por calzado y vestido de labor.  
Finalmente determinó la falladora de primera instancia que en el proceso quedó demostrado con el comprobante de egreso Nº 152457, el cual fue rubricado por el actor y que no fue tachado de falso por parte de su apoderada judicial, que al accionante se le cancelaron las prestaciones sociales y vacaciones el 17 de abril de 2013, por lo que al no haber una razón atendible que pusiera esa omisión en el plano de la buena fe, condenó a la sociedad accionada a reconocer y pagar por concepto de sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T. la suma de $3.872.450 a partir del 23 de septiembre de 2012, esto es, un día después de haber entregado el actor la carta de renuncia, hasta el día en que se efectuó el pago efectivo de las obligaciones por parte del empleador.
Inconformes con la decisión, las partes interpusieron recurso de apelación de la siguiente manera:

La apoderada judicial de la parte actora sostuvo que en el proceso quedó demostrado que el señor David Sebastián Múnera Varela trabajo domingos y festivos, motivo por el que tiene derecho a que se le reconozca el respectivo trabajo suplementario y adicionalmente que se le reliquiden las prestaciones sociales.

Manifiesta que al accionante no se le cancelaron las prestaciones sociales y vacaciones, pues como él se lo expresó, fueron muchas las veces que arrimó a la empresa con ese fin, sin que hubiere recibido una respuesta positiva al respecto, lo que indica que el comprobante de pago Nº 152457 contiene información que no obedece a la realidad.
Finalmente sostiene que en el proceso no quedó acreditado cuales fueron las prendas que se le entregaron por concepto de calzado y vestido de labor, abriéndose paso a que se condenara a la empresa Baguer S.A. a reconocer y pagar la suma correspondiente por ese concepto.

Por su parte la sociedad demandada expresó que la omisión en el pago de las obligaciones laborales con el trabajador, obedeció a un desorden que no le permitió a la empresa a pagar en tiempo, es decir, nunca hubo una intención de incumplir con sus obligaciones contractuales, motivo por el que solicita que se le exonere de la imposición de la sanción moratoria establecida en el artículo 65 del C.S.T. 

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Logró demostrar el accionante que durante la ejecución del contrato de trabajo trabajó los domingos y festivos?
¿Quedó acreditado en el proceso que al señor David Sebastián Múnera Varela se le cancelaron las prestaciones sociales y vacaciones que se le adeudaban a la terminación del contrato de trabajo el 17 de abril de 2013?
¿Hay lugar a exonerar a la sociedad accionada de la imposición de la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T.?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
DE LAS SANCIONES MORATORIAS 
Ha sostenido de manera uniforme la Sala de Casación Laboral, que las sanciones moratorias que se generan por la falta de pago de los salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones (en el sector oficial), no operan de manera automática, ya que en cada caso en concreto se debe adelantar un análisis del comportamiento que asumió el empleador moroso, para verificar si existen razones serias y atendibles que justifiquen su conducta y lo ubiquen en el terreno de la buena fe.

Dicha posición fue reiterada en las sentencias CSJ SL14651-2014 y SL 6119 de 26 de abril de 2017 radicación Nº 50514 ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, en la que recordó:

“Sólo como fruto de esa labor de exploración de tal comportamiento, le es dable al juez fulminar o no condena contra el empleador. Si tal análisis demuestra que éste tuvo razones serias y atendibles, que le generaron el convencimiento sincero y honesto de no deber, o que justifiquen su incumplimiento, el administrador de justicia lo exonerará de la carga moratoria, desde luego que la buena fe no puede merecer una sanción, en tanto que, como paradigma de la vida en sociedad, informa y guía el obrar de los hombres.

De suerte que la indemnización moratoria procede cuando, después del examen del material probatorio, el juez concluye que el empleador no estuvo asistido de buena fe.”
Nótese que la Alta Magistratura ha entendido que el examen que debe realizar el operador jurídico respecto al comportamiento del empleador moroso, se circunscribe en determinar si hay razones que justifiquen su incumplimiento, con el fin de ubicar ese proceder en el terreno de la buena fe, es decir, en ningún momento propone un análisis para que se demuestre si hubo mala fe por parte del empleador, pues nótese como la Corte termina indicando que la indemnización procede cuando después del examen del material probatorio, el juez concluye que el empleador no estuvo asistido de buena fe.
EL CASO CONCRETO
Afirma la apoderada judicial de la parte actora, que en el proceso quedó demostrado que el señor David Sebastián Múnera Varela durante la relación laboral que sostuvo con la sociedad Baguer S.A. prestó sus servicios los días domingos y festivos y para dar fe de ello solicitó que fuera escuchado el testimonio de Arquímedes Salazar Ramírez.

En ese aspecto, al preguntársele al mencionado testigo como era la forma en la que prestaba el servicio el señor Múnera Varela, respondió que ellos trabajaban los lunes de 9:00 am a 8:00 pm, los martes de 8:00 am a 8:00 pm y los jueves de 7:00 am a 8:00 pm, expresando adicionalmente que los días sábados hacían reuniones; es decir, no indicó que trabajaran lunes y festivos; posteriormente cuando se le realiza la misma pregunta, afirma que en realidad trabajaban todos los días, incluidos domingos y festivos, a pesar de que a continuación sostiene que eventualmente trabajaban un domingo al mes.

Nótese que sobre un mismo aspecto el testigo escuchado por solicitud de la parte accionante, entra en serias contradicciones, pues en un primer momento, que es en el que lo hace con naturalidad, informa que ellos trabajaban los lunes, martes y jueves, es decir, no prestaban sus servicios ni miércoles, ni viernes y mucho menos sábados y domingos; después afirma todo lo contrario señalando que los servicios eran prestados todos los días, incluidos domingos y festivos; y finalmente expresa que únicamente se trabajaba, eventualmente, un domingo al mes; situaciones éstas que permiten concluir que no es posible darle el valor probatorio pretendido por la parte actora a los dichos que sobre este punto refirió el señor Arquímedes Salazar Ramírez.
Por el contrario, fueron unánimes las declaraciones de Adriana Pardo Díaz, Martha Herminia Barrera Ruiz, Genny Patricia Villarreal Meneses y Sheyla Karina Silva Giraldo, al señalar que la forma en que se prestaba el servicio era de lunes a viernes en turnos de ocho horas diarias, siendo precisas en expresar que el personal dispuesto para esos turnos en semana, no trabajaban los días sábados, domingos y festivos, puesto que para esas labores tenían un personal denominado “sabatinos”, quienes cubrían esos turnos en esos días y eventualmente el de algún compañero que no pudiera hacerlo entre semana.

De conformidad con lo expuesto, contrario a lo manifestado por la apoderada judicial de la parte actora, no quedó demostrado en el proceso que el señor David Sebastián Múnera Varela prestara sus servicios los días domingos y festivos, por el contrario, lo que quedó acreditado fue que no lo hacía y que en semana prestaba sus servicios en turnos de 8 horas, que evidentemente no sobrepasaban la jornada máxima legal establecida.

En lo que concierne al pago de las prestaciones sociales y vacaciones, aceptó la sociedad accionada que esas obligaciones no fueron canceladas al finalizar el contrato de trabajo y que ello solo vino a acontecer el 17 de abril de 2013 y para dar fe de esa situación, aportó el comprobante de egreso Nº 152457 en el que se verifica que al accionante se le cancelaron en esa calenda las prestaciones sociales y vacaciones que se le adeudaban; documento este que se encuentra suscrito por él, sin que en los momentos procesales dispuestos para ello según lo establecido en el artículo 269 del C.G.P., la apoderada judicial de la parte demandante lo haya tachado de falso.
A más de lo anterior, frente a ese punto las testigos oídas por petición de la sociedad demandada fueron precisas en manifestar que la liquidación había sido entregada en efectivo al señor Múnera Varela en el mes de abril de 2017, habiéndosele dado la orden a la administradora Sheyla Karina Silva Giraldo de entregar personalmente y en efectivo la suma de dinero que se le adeudaba al demandante desde la finalización del contrato de trabajo.

Es del caso señalar también, que ese documento está suscrito de la misma manera como el actor firmó el contrato de trabajo –fls.90 a 95- y la renuncia –fl.102- entre otros, situación que valorada en conjunto con la prueba testimonial allegada al proceso, incluida la del señor Arquímedes Salazar Ramírez quien expresó que ese tipo de obligaciones podía ser cancelada de manera personal y en efectivo o mediante transacción bancaria, permite llegar a la conclusión de que esas obligaciones efectivamente fueron pagadas y debidamente recibidas por el accionante el 17 de abril de 2013.
En lo atinente a la entrega de las dotaciones, es del caso recordar que la falladora de primer grado definió que en el proceso no había quedado demostrado cuales fueron las prendas que se le entregaron al señor David Sebastián Múnera Varela por vestido y calzado de labor, lo que implicaba que se condenara a Baguer S.A. a cancelar la suma de dinero correspondiente, pero que al no haberse traído la prueba que definiera cual era el valor del vestido y calzado de labor, imposible resultaba fulminar condena por ese concepto.
En efecto, al revisar el plenario, se evidencia que la parte actora más allá de afirmar que no se le había entregado el vestido y calzado de labor, no se preocupó por demostrar cual era el valor correspondiente, pues ni siquiera solicitó la prueba pericial respectiva que pudiera definir ese valor; motivo por el que, tal y como lo determinó la a quo no es posible condenar a la sociedad accionada a cancelar suma alguna por ese concepto.

Finalmente en lo que tiene que ver con la imposición de la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., se debe traer a colación lo dicho por la señora Genny Patricia Villarreal Meneses quien en su testimonio indicó que como Directora de Gestión Humana de la sociedad Baguer S.A., no encuentra razón alguna que justifique la mora en el pago de las acreencias laborales respecto a los servicios prestados por el señor Múnera Varela. En efecto, a pesar de que algunas otras de las declarantes afirmaron que esa tardanza se debió a un error administrativo, al proceso no fueron allegadas pruebas que permitieran establecer en que consistió ese error administrativo y por ende, tener la posibilidad de estudiar y analizar si esa omisión podía ubicarse en el plano de la buena fe; motivo por el que no resulta dable exonerar a la empresa accionada por la condena impuesta por ese concepto.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 21 de junio de 2017.

Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia recurrida.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
  OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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